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Proceso: Acción de tutela
Radicación No.: 66318-40-89-001-2015-00051-00  

Demandante: Miyer Hernando Rivera Valencia   
Demandado: Consorcio Infraestructura Vial
I. Asunto
Mediante el presente auto, procede la Sala a dirimir el “conflicto negativo de competencia” suscitado entre el Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes y el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática Risaralda, dentro de la acción de tutela promovida por Miyer Hernando Rivera Valencia contra el Consorcio Infraestructura Vial.
II. Antecedentes

1. Por reparto realizado por la Oficina de Apoyo Judicial el 5 de agosto de este año, correspondió el conocimiento al Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes de esta localidad la acción de tutela instaurada por el citado ciudadano contra la entidad ya referenciada, mediante la cual pretende se protejan sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, la dignidad humana, el mínimo vital la igualdad, la integridad física, la salud y la causa y se ordene a la entidad querellada su reintegro laboral, se le cancelen los salarios y prestaciones dejados de percibir por el tiempo que fue desvinculado y el pago de la indemnización respectiva.  
 2. La demanda fue presentada en esta localidad y repartida al Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes, quien previo a su admisión, la a quo en su análisis concluye que ese despacho carece de competencia territorial para conocer del asunto, “dado que se advierte que la presunta vulneración de los derechos fundamentales señalados por el actor se está presentando por el despido laboral que se ocasionó en el municipio de Guática Risaralda, lugar donde prestaba los servicios para el CONSORCIO INFRAESTRUCTURA VIAL,…”. Como soporte de su análisis trae en cita varios apartes jurisprudenciales y dispuso remitir las diligencias al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática – Risaralda.  De antemano suscitó el conflicto negativo de competencia para ser dirimido por este Tribunal. 
3. Recibidas las diligencias, el citado despacho judicial, por auto del 12 de agosto último, aludiendo al artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, no aceptó la competencia atribuida, dijo, “…en cuanto a la vulneración de los derechos fundamentales, hay que decir que no se produce en el lugar donde prestó los servicios el accionante, sino en la ciudad de Pereira, lugar de domicilio del accionado y accionante y lugar donde se hace la reclamación directa de los derechos laborales reclamados a través de la demanda correspondiente.”   

Así las cosas se procede a decidir lo concerniente, previas las siguientes, 

Consideraciones
1. De los antecedentes expuestos, se observa que el asunto que ocupa la atención, es uno de aquellos en los que la cuestión se presenta por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial.
En ese sentido, el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, al determinar la competencia en primera instancia para las acciones de tutela, prescribe que “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”. 

Luego el artículo 1 del decreto 1382 de 2000, al establecer las reglas de reparto de las acciones de tutela reiteró: “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos (…)”. 
2. El problema a dilucidar, acerca de cuál de los dos despachos en trance es el juez competente para asumir el conocimiento de la acción de tutela que ocupa nuestra atención, surge porque para el Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes debe tenerse presente que la presunta vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el actor se está presentando por el despido laboral que se ocasionó en el municipio de Guática – Risaralda, por lo que optó por remitirla al Juzgado Promiscuo Municipal de tal localidad; para quien la competencia sí radica en aquel despacho, teniendo presente que la violación de sus derechos no se produce en el lugar donde prestó sus servicios, sino en el lugar de su domicilio, la cual es Pereira, donde por demás es el domicilio de la entidad accionada. 
3. Pues bien, tal y como lo reseña el Juzgado Promiscuo Municipal de Guática, su posición viene anclada en un argumento que se ajusta a los términos del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, en virtud del cual “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos…”, lo que dio lugar a ampliar el marco de competencia territorial tan restringido que traía el artículo 37 citado, precisamente, porque no en pocas ocasiones resultaba más complejo para el afectado promover y estar atento al desarrollo de su demanda de tutela, cuando la tenía que presentar exclusivamente donde se producía el hecho. 
4. Mas, como de esta norma surge que también puede hacerlo en el lugar donde los efectos de la violación o la amenaza se extiendan, es evidente que su lugar de domicilio, o el de su residencia, resultan ser aptos, a prevención con el lugar donde el hecho mismo ocurre, según lo elija el promotor del amparo, de donde viene que la interpretación que de dicha norma y de la jurisprudencia que trae a colación el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática, no resulta alejada de la verdadera comprensión que debe dársele al asunto, porque ciertamente donde se extienden los efectos de la omisión que se le achaca a la autoridad es su lugar de residencia. 
 5. Sobre este particular ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al elucidar un conflicto de competencia, que: 






  “El artículo 1°, del Decreto 1382 de 2000 dispone que para los efectos previstos en el 37, del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de amparo, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos. 

4.- Sobre el alcance del precepto anterior, sostiene la Sala que su objetivo es facilitar al presunto afectado la elección del juez que resuelva sobre la petición de sus derechos fundamentales, de donde aflora evidente que la competencia por el factor territorial debe establecerse, a prevención, por el lugar en que, de acuerdo con las afirmaciones de la respectiva demanda, adquiere materialidad la violación o amenaza, es decir, donde se producen los efectos de la actuación u omisión acusadas, que ordinariamente coincide con el sitio donde el solicitante se desenvuelve en forma cotidiana.

5.- En este caso a quien le corresponde conocer del asunto es al Tribunal Superior de Medellín, Sala Familia, por tratarse de un fuero electivo y estar dirigida contra una  autoridad del orden nacional, así lo señala el numeral 1º  del artículo 1º del  Decreto 1382 de 2000; además, de acuerdo con la preceptiva del canon 37 del Decreto 2591 de 1991 en armonía con el artículo 86 de la Carta Política, son competentes para tramitar la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la vulneración del derecho que originó la petición de amparo, o donde se proyectan sus efectos, sitio que en el caso sometido a consideración de la Sala corresponde a la ciudad de Medellín, por ser ésta, igualmente, el lugar de residencia de la promotora. 

Luego, entonces, como las acciones u omisiones del ente censurado producen efecto en el lugar donde habita la peticionaria, habrá de prevalecer la voluntad de ésta.”

6. Líneas que acompasan con el caso que nos ocupa y que dan lugar a dirimir lo pertinente, en el sentido de que es el Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes, el que debe conocer de la presente acción de tutela. 
7. En armonía con lo discurrido, esta Sala Mixta No. 7 del Tribunal Superior de Pereira, DIRIME el presente conflicto de competencia en el sentido de que es el Juzgado Primero Penal Municipal de Adolescentes local el que debe conocer de la acción de tutela promovida por Miyer Hernando Rivera Valencia contra el Consorcio Infraestructura Vial.
Remítase el expediente a ese despacho judicial e infórmese lo resuelto al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática -Risaralda.

Notifíquese,





Los Magistrados,
Edder Jimmy Sánchez Calambás

Francisco Javier Tamayo Tabares         Jorge Arturo Castaño Duque
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